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Asunto: Acción de tutela Nº 2022 – 365 

   

Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  septiembre treinta de dos mil veintidós.  

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia.  

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

- Martha Ligia Santos Tapias, quien se identifica con C.C. No. 41´663.802 de Bogotá 

quien actúa a través de apoderado. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la tutelante en contra de: 

 

- Fiduprevisora S.A. 

 

b) Vinculadas: 

 

- Secretaría de Educación de Fusagasugá – Cundinamarca. 

- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de su derecho fundamental de petición. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La accionante manifestó: 
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- Indica que presentó derecho de petición en las dependencias de la convocada 

desde el pasado 12 de abril del 2022, asignándosele el radicado 

20221011065242, a través del cual solicitó cumplimiento a fallo judicial.   

- Expone que con ocasión a la falta de respuesta a la solicitud por ella incoada, la 

entidad convocada ha vulnerado su derecho fundamental de petición. 

 

b) Petición:  

 

- Tutelar el derecho deprecado. 

- Ordenar a la Fiduprevisora S.A., ofrezca respuesta objetiva al derecho de 

petición que fuera radicado en sus dependencias, remitiendo copia de la decisión 

adoptada con destino a este estrado judicial.  

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Fiduprevisora S.A. – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

- Se pronunció respecto de la solicitud de la accionante, a través del radicado No. 

20221070964241 del treinta de abril del 2022, en donde se le indicó que 

reconocimiento de la sanción por mora con ocasión al pago tardío de cesantías 

fue incluido en nómina el día 22 de enero del 2019, encontrándose que el pago 

obedeció con ocasión a fallo contencioso. 

- Dicha comunicación le fue puesta en conocimiento de la accionante en la 

dirección electrónica suministrada, entiéndase contacto@abogadosomm.com, 

razón por la cual al ofrecer respuesta clara y de fondo a la petición presentada 

por la accionante, requiere se disponga el archivo del mecanismo de amparo 

ante la satisfacción de las pretensiones del accionante. 

 

b) La Secretaría de Educación de Fusagasugá – Cundinamarca, aun encontrándose 

debidamente notificada del auto admisorio de la acción constitucional, guardó 

silencio dentro de la oportunidad concedida.  

 

c) Del requerimiento que se le realizaré al apoderado de la accionante, basta indicar 

que dentro de la oportunidad procesal concedida, arrimó constancia de radicado del 
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derecho de petición del cual aduce no obtener respuesta por parte de la convocada. 

Sin embargo, no se adjuntó copia del fallo del cual se requiere su cumplimiento. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración al derecho de petición implorado por la tutelante a través de su togado, 

por cuenta de la accionada, al no ofrecer efectiva respuesta a su solicitud? 

 

8.-Derechos implorados: 

 

a.- Fundamentos de derecho:  

 

En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como 

fundamental de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está 

definido en el artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

 

La Corte Constitucional ha fijado características especiales, que buscan la resolución y 

protección inmediata de este derecho fundamental. Ha considerado que el núcleo esencial 

de este derecho reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión. En varios 

pronunciamientos como las sentencias T- 377 de 2000, T- 161 de 2011, T-146 de 2012, T-

149 de 2013 y T- 139 de 2017, indicó: 

 

“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona tiene derecho 

a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 

privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición es 

esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la comunidad, la 

garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, y la participación de 

los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades 

cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas.[34] 

20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface cuando 

concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la posibilidad cierta y 

efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen 
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a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, 

que se produzca dentro de un plazo razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la 

emisión de una respuesta clara, precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se 

pronuncie sobre la materia propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin 

evasivas, respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo 

decidido al peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente 

se debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho implorado:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación1 ha sido consistente en señalar que cuando se trata de 

proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de 

defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado 

por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de 

naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue producida en 

debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en esa medida vea 

afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo 

constitucional” 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, la accionante aportó copia de la petición realizada, la cual consta 

como radicada en las dependencias de la convocada el 12 de abril del 2022, con radicado 

20221011065242. 

 

En el apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata de la protección al derecho 

fundamental de petición que no tiene otro mecanismo de protección, se encuentra 

habilitado para acudir a la acción de tutela para remediar su situación de desamparo, de 

modo que los pedimentos pueden ser elevados al interior de la actuación judicial como se 

verá a continuación. 

 

 

 

                                            
1 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Norma aplicable: Artículo 23 de la Constitución Política de Colombia. 

 

b.- Caso concreto:  

 

Revisadas las pretensiones de la actora y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto principal de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, 

es la no contestación por parte de la convocada a la petición incoada por la accionante, la 

cual fuera radicada desde el pasado doce de abril de la presente anualidad.  

 

Dicho lo anterior, y revisadas las actuaciones desplegadas por las partes en virtud del 

mecanismo constitucional presentado, se tiene que la accionada mediante comunicación 

identificada con radicado No. 20221070964241 del treinta de abril del 2022, acreditó haber 

ofrecido respuesta a la solicitud radicada en sus dependencias.  

 

Informando para ello a la accionante, a través del correo electrónico dispuesto para tal fin, 

entiéndase contacto@abogadosomm.com que el reconocimiento de la sanción por mora con 

ocasión al pago tardío de cesantías, fue incluido en nómina de la accionante para el mes de 

enero del 2019, realizándose dicho concepto bajo la denominación de fallo contencioso. 

 

Corolario de lo anterior, se tiene por parte de este Juzgado que el derecho de petición 

invocado, el cual se encuentra dirigido a obtener respuesta a la solicitud que fuera radicada 

en el mes de abril de la presente anualidad, fue resuelta de manera clara, completa y de 

fondo, para lo cual, deberá advertirse que pese al requerimiento realizado por el Juzgado 

dirigido a que se aportara copia del fallo del que se pretende su cumplimiento no fue 

aportado, razón por la que, bajo el principio de la buena fe se entenderá satisfecho a 

plenitud por la convocada.  

 

Con todo, cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el 

derecho de petición implique otorgar lo pedido. Lo anterior resulta ajustado a lo sostenido 

por la Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, en donde se dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que la 

resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en razón de 
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que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que consiste en que: 

“el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se decide propiamente 

sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no 

del derecho subjetivo invocado ante la administración para la adjudicación de un baldío, el registro 

de una marca, o el pago de una obligación a cargo de la administración”[145]. Así, el derecho a lo 

pedido implica el reconocimiento de un derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y 

contenido de la solicitud, la pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no 

implica otorgar la materia de la solicitud”. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la misma corporación en sentencia 

T-299 de 2018, indicó que se debía respetar la autonomía administrativa de las 

instituciones: 

 

 “los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo ordenarles a 

las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o los accionantes dar 

respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía administrativa.” 

 

Puesto que no le es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación alguna sobre 

el sentido de las decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo fundamental es la 

verificación de la resolución a las peticiones en sentido estricto. Una respuesta es suficiente 

cuando resuelve materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los 

requerimientos del solicitante, sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. Sin dejar de 

lado que la Corte Constitucional en providencias como la T-954 de 2012, ha indicado que 

los ciudadanos deben agotar los procedimientos administrativos so pena que la acción sea 

declarada improcedente. 

 

Corolario de todo lo anterior, encuentra este Despacho que estamos en presencia de la 

figura jurídica de carencia actual de objeto por hecho superado, en virtud que el motivo de 

presentación de la acción de tutela desapareció, esto es, obtener respuesta al derecho de 

petición presentado por la actora desde el pasado doce de abril del 2022, figura jurídica 

definida;  

 

“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la entidad 

accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que autoriza 

a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a prescindir de orden 

alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al demandado sobre la 
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inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a las que se hará acreedor en 

caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991.”2 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela 

impetrada por Martha Ligia Santos Tapias, quien se identifica con C.C. No. 41´663.802 de 

Bogotá quien actúa a través de apoderado, en contra de Fiduprevisora S.A. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz 

de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para eventual 

revisión, en el evento que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

 

 

 

 

A.L.F.  

                                            
2  Sentencia T-265/17 del 28 de abril del 2017 M.S. Alberto Rojas Ríos. 


